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que el cargo no cumplía los requisitos de certeza, especificidad, pertinencia 
y suficiencia.   
 
En particular, consideró que la demanda no era (i) cierta, porque el 
demandante partió de una interpretación aislada de las normas atacadas, 
sin considerar el contexto normativo en que se insertan y, en especial, las 
restricciones que impone la buena fe contractual, la prohibición de abuso 
del derecho o la inembargabilidad de los bienes necesarios para la 
subsistencia del deudor y su familia, que establece el artículo 594 numeral 
11 del Código General del Proceso; (ii) específica, porque se sustentó en 
argumentos vagos e indeterminados en relación con la supuesta afectación 
del derecho a la salud; (iii) pertinente, porque la demanda estuvo 
sustentada en argumentos de conveniencia y en situaciones hipotéticas 
que no aludían a la inconstitucionalidad abstracta de las normas, sino a 
problemas de aplicación de las mismas; y (iv) suficiente, porque el solicitante 
no presentó los elementos de juicio y probatorios necesarios para suscitar 
una duda mínima sobre la conformidad con la Constitución de las 
disposiciones censuradas. 
 
La magistrada DIANA FAJARDO RIVERA se reservó la posibilidad de aclarar su  
voto. 
 
Sentencia C-121-23 (26 de abril) 
M.P. ANTONIO JOSÉ LIZARAZO OCAMPO 
Expediente: D-14.853 
 

CORTE CONSTITUCIONAL SE INHIBE DE PRONUNCIARSE DE FONDO AL DECIDIR 

DEMANDA CONTRA DISPOSICIONES DE LA LEY 2213 DE 2022 QUE ESTABLECEN 

PARA LA ESPECIALIDAD PENAL UN USO DIFERENTE DE LA VIRTUALIDAD AL DE 

OTRAS ESPECIALIDADES. 
 
1. Norma acusada 
 
  

LEY 2213 de 2022 
(junio 17) 

 
Por medio de la cual se establece la 
vigencia permanente del Decreto 
Legislativo 806 de 2020 y se adoptan 
medidas para implementar las 
tecnologías de la información y las 
comunicaciones en las actuaciones 
judiciales, agilizar los procesos judiciales 
y flexibilizar la atención a los usuarios del 

servicio de justicia y se dictan otras 
disposiciones. 
 
Artículo 1º. Objeto. Esta ley tiene por 
objeto adoptar como legislación 
permanente las normas contenidas en 
el Decreto ley 806 de 2020 con el fin de 
implementar el uso de las tecnologías 
de la información y las comunicaciones 
en las actuaciones judiciales y agilizar el 
trámite de los procesos judiciales ante la 
jurisdicción ordinaria en las 
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especialidades civil, laboral, familia, 
jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, jurisdicción 
constitucional y disciplinaria, así como 
las actuaciones de las autoridades 
administrativas que ejerzan funciones 
jurisdiccionales y en los procesos 
arbitrales. 
 
Adicionalmente, y sin perjuicio de la 
garantía de atención presencial en los 
despachos judiciales, salvo casos de 
fuerza mayor, pretende flexibilizar la 
atención a los usuarios del servicio de 
justicia con el uso de las herramientas 
tecnológicas e informáticas como 
forma de acceso a la administración de 
justicia. 
 
El acceso a la administración de justicia 
a través de herramientas tecnológicas e 
informáticas debe respetar el derecho 
a la igualdad, por lo cual las mismas 
serán aplicables cuando las 
autoridades judiciales y los sujetos 
procesales y profesionales del derecho 
dispongan de los medios tecnológicos 
idóneos para acceder de forma digital, 
no pudiendo, so pena de su uso, omitir 
la atención presencial en los despachos 
judiciales cuando el usuario del servicio 
lo requiera y brindando especiales 
medidas a la población en condición 
de vulnerabilidad o en sitios del territorio 
donde no se disponga de conectividad 
por su condición geográfica. 
 
(…) 
 
Parágrafo 4º. El uso de las tecnologías 
de la información y las comunicaciones 
en la especialidad penal de la 
jurisdicción ordinaria y penal militar, será 
evaluada y decidida autónomamente, 
mediante orden, contra la que no 
caben recursos, conforme a la Ley 
Estatutaria de Administración de 
Justicia, por el Juez o Magistrado a 

cargo del respectivo proceso o 
actuación procesal. 
 
Artículo 7º. Audiencias. Las audiencias 
deberán realizarse utilizando los medios 
tecnológicos a disposición de las 
autoridades judiciales o por cualquier 
otro medio puesto a disposición por una 
o por ambas partes y en ellas deberá 
facilitarse y permitirse la presencia de 
todos los sujetos procesales, ya sea de 
manera virtual o telefónica. No se 
requerirá la autorización de que trata el 
parágrafo 2o. del artículo 107 del 
Código General del Proceso.  
 
No obstante, con autorización del titular 
del despacho, cualquier empleado 
podrá comunicarse con los sujetos 
procesales, antes de la realización de 
las audiencias, con el fin de informarles 
sobre la herramienta tecnológica que 
se utilizará en ellas o para concertar una 
distinta. 
 
Cuando las circunstancias de 
seguridad, inmediatez y fidelidad 
excepcionalmente lo requieran, serán 
presenciales las audiencias y diligencias 
destinadas a la práctica de pruebas. La 
práctica presencial de la prueba se 
dispondrá por el juez de oficio o por 
solicitud motivada de cualquiera de las 
partes. 
 
Para el caso de la jurisdicción penal, de 
manera oficiosa el juez de 
conocimiento podrá disponer la 
práctica presencial de la prueba 
cuando lo considere necesario, y 
deberá disponerlo así cuando alguna 
de las partes se lo solicite, sin que las 
mismas deban motivar tal petición. 
Excepcionalmente la prueba podrá 
practicarse en forma virtual ante la 
imposibilidad comprobada para 
garantizar la comparecencia 
presencial de un testigo, experto o 
perito al despacho judicial.  
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2. Decisión 
 
ÚNICO. INHIBIRSE de emitir pronunciamiento de fondo respecto de la 
demanda de inconstitucionalidad formulada contra los artículos 1º y 7º 
(parciales) de la Ley 2213 de 20221, por ineptitud sustantiva de los cargos. 

 
3. Síntesis de los fundamentos 
 
La Corte Constitucional decidió una demanda formulada por los 
ciudadanos Francisco Bernate Ochoa y David Stiven Sierra Contreras contra 
los artículos 1º y 7º (parciales) de la Ley 2213 de 2022 -que estableció la 
vigencia permanente del Decreto Ley 806 de 2020-, los cuales establecen la 
virtualidad como regla general para todas las especialidades del derecho, 
excepto para la penal, en la que asignan al juez o magistrado a cargo del 
proceso, la evaluación y decisión sobre el uso de las TIC. 
 
A juicio de los demandantes, estas disposiciones son contrarias a los 
principios constitucionales de igualdad (art. 13); debido proceso (art. 29) - 
en sus dimensiones de (i) derecho a un proceso sin dilaciones injustificadas, 
y (ii) principio de publicidad; así como al principio de celeridad en la 
administración de justicia (art. 209) y el acceso efectivo a la justicia (art. 229). 
 
Exponen como fundamento de la demanda que la exclusión de la 
especialidad penal de la regla general de virtualidad prevista para los 
demás procesos judiciales, supone una reducción de las garantías 
procesales adquiridas en el marco de la virtualidad que tuvo lugar durante 
la pandemia, y que se verían materializadas de manera más contundente 
con la previsión de la regla general del uso de las TIC también en materia 
penal. Consideran que no incluir a la especialidad penal en la regla general 
de la virtualidad, no solo vulnera el principio de igualdad de las partes y 
usuarios en estos procesos, sino que conduce a una justicia lenta e ineficaz,  
especialmente cuando es necesario definir la situación jurídica de los 
ciudadanos. 
 
En relación con la presunta vulneración del principio de igualdad, la 
Corporación aclaró que, si bien no le es exigible al demandante desarrollar 
un juicio integrado de igualdad, pues esta es una metodología que aplica 
en algunos casos la Corte, sí le corresponde ofrecer los elementos necesarios 
para que la Sala pueda llevar a cabo un análisis relacional inherente al 
                                                      
1 “por medio de la cual se establece la vigencia permanente del Decreto Legislativo 806 de 2020 y se adoptan medidas 

para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los 

procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia y se dictan otras disposiciones”. 
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principio de igualdad, como son: (i) identificar los sujetos a comparar, (ii) 
indicar en qué consiste el tratamiento desigual, y (iii) exponer las razones por 
las cuales dicho tratamiento diferenciado no está justificado 
constitucionalmente. En el presente caso, sin embargo, los demandantes no 
identificaron adecuadamente los sujetos a comparar y omitieron justificar 
por qué el tratamiento diferenciado resulta es inconstitucional.  
 
En relación con los cargos formulados por violación del debido proceso y el 
acceso efectivo a la administración de justicia, se concluyó que su 
formulación no cumple los requisitos de pertinencia dado que, si bien 
propusieron contrastar una norma legal con disposiciones constitucionales, 
los argumentos no lograron plantear un verdadero problema de 
constitucionalidad. Adicionalmente, también carece de especificidad pues 
no está fundamentado en razones que permitan concluir que la medida 
consistente en que el juez, como máximo director del proceso y garante de 
los derechos de los intervinientes, disponga en cada caso sobre el uso de las 
TIC, suponga un menoscabo de las garantías procesales 
constitucionalmente amparadas. Lo anterior se traduce en la falta de 
suficiencia del cargo, y deriva finalmente en su ineptitud. 
 
4. Reservas de aclaración de voto 
 
Aunque comparten la decisión inhibitoria adoptada, los magistrados JORGE 

ENRIQUE IBÁÑEZ NAJAR, PAOLA ANDREA MENESES MOSQUERA Y JOSÉ FERNANDO REYES 

CUARTAS, se reservaron la posibilidad de aclarar su voto. 
 
Sentencia C-122-23 (26 de abril) 
M.P. PAOLA ANDREA MENESES MOSQUERA 
Expediente: D-14951 
 
LA CORTE DECLARÓ LA EXEQUIBILIDAD CONDICIONADA DEL PARÁGRAFO 2 (PARCIAL) DEL 

ARTÍCULO 30 DE LA LEY 23 DE 1982, POR CUANTO EL EJERCICIO DE LOS DERECHOS  MORALES 

DEL AUTOR FALLECIDO TAMBIÉN DEBE CORRESPONDER A LOS HEREDEROS CON PARENTESCO CIVIL 
  
1. Norma acusada 
  

“LEY 23 DE 1982 
(Enero 28) 

 
Sobre derechos de autor 
 
EL CONGRESO DE COLOMBIA 
DECRETA: 
 
(…) 

 
Artículo 30. El autor tendrá sobre su obra 
un derecho perpetuo, inalienable, e 
irrenunciable para:  
 
A. Reivindicar en todo tiempo la 
paternidad de su obra y, en especial, 
para que se indique su nombre o 
seudónimo cuando se realice 

.


